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21 NOVIEMBRE DE 2022    

   

SECRETARIA DE MOVILIDAD  

  

    

REFERENCIA: SOLICITUD DE REVOCATORIA  DE FOTO MULTA POR VULNERACION AL 

DEBIDO PROCESO.   

  

 

BRAYAN STEVEN VARGAS RINCON , por medio del presente escrito elevo ante Ustedes 

Derecho de Petición amparado en el artículo 23 de nuestra Constitución Política y con el lleno 

de los requisitos del artículo 5, 15 y 16 del código de lo contencioso administrativo ley 1437 de 

2011, respetuosamente me dirijo a su despacho con el fin de:     

     

1) Figura en sistema (1) una foto multa a la placa  UUQ001, como sabemos y estamos al 

tanto al pronunciamiento de la Honorable Corte Constitucional mediante Sentencia C – 

038 de 2020 magistrado ponente Alejandro Linares Cantillo, donde declaro inexequible 

el parágrafo 1 del artículo 8 de la ley 1843, como propietario del vehículo, no estoy en la 

obligación de declarar quien fue el infractor, a través de los medios tecnológicos su 

entidad debe identificar al conductor o infractor, y que el oficial actuó en una conducta 

en contra de la ley al seguir validando un foto comparendo sin identificar al infractor.   

    

2) Solicito por favor los permisos solicitados ante la SuperTransporte, prueba de la debida 

señalización y de calibración de las cámaras de foto detección con la cual realizaron la 

foto detecciones tal y como lo establecen la ley 1843 del año 2017 y la resolución 718 

del año 2018.  

  

3) La foto multa N° 35829964 de 08/10/2022 no fue debidamente notificada como lo 

establece la ley 1843 de 2017. Código General del Proceso Artículo 291. Práctica de la 

notificación personal La empresa de servicio postal deberá cotejar y sellar una copia de 

la comunicación, y expedir constancia sobre la entrega de esta en la dirección 

correspondiente. Ambos documentos deberán ser incorporados al expediente. Cuando 

se conozca la dirección electrónica de quien deba ser notificado, la comunicación podrá 

remitirse por el Secretario o el interesado por medio de correo electrónico. Se presumirá 

que el destinatario ha recibido la comunicación cuando el iniciador recepcione acuse de 

recibo. En este caso, se dejará constancia de ello en el expediente y adjuntará una 

impresión del mensaje de datos.   

    

RAZONES QUE SUSTENTAN ESTA PETICION     

La sentencia C- 038 de 2020 declaro inexequible el párrafo 1  del artículo 8 de la ley 1843 de 

2017 que trataba sobre la solidaridad entre el conductor y el propietario del vehículo por las 

infracciones captadas con cámaras con cámaras de foto detecciones realizadas desde el 14 de 

julio de 2017 (fecha en la cual se sanciona la ley 1843 de 2017) hasta la fecha son ilegales y 

deben ser exoneradas con base en el principio general del derecho Accesorium sequitur 

principale principale o también Accesorium non ducit, sed sequitur summ principale (lo accesorio 

sigue la suerte de lo principal).     

Y para todas aquellas foto detecciones anteriores al 2017, por analogía y según el artículo 162 

del Código del Código Nacional de Tránsito, también deben exonerarse todas aquellas foto 

detecciones en donde no se hubiera podido establecer plenamente la identidad del infractor ya 

que la sentencia C – 530 del año 2003 al analizar una demanda de nulidad por 

inconstitucionalidad de uno de los apartes del artículo 129 del Código Nacional de Tránsito, 
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también establecía que no se podía vincular automáticamente al propietario del vehículo al 

proceso contravencional  sin que existieran elementos de prueba que permitieran inferir que el 

propietario era el infractor.    

La corte dice:     

LA RESPONSABILIDAD SOLIDARIA ENTRE EL CONDUCTOR Y EL PROPIETARIO DEL 

VEHICULO, POR LAS INFRACCIONES DETECTADAS POR MEDIOS TECNOLOGICOS 

(FOTOMULTAS), ES INCOSTITUCIONAL, AL NO EXIGIR EXPRESAMENTE, PARA SER 

SANCIONADO CON MULTA, QUE LA FALTA SEA PERSONALMENTE IMPUTABLE Y 

PERMITIR, POR LO TANTO, UNA FORMA DE RESPONSABILIDAD SANCIONATORIA POR 

EL HECHO AJENO.    

3.2. Luego de precisar el alcance del principio de responsabilidad personal en materia 

sancionatoria, que exige imputación personal de las infracciones, como garantía imprescindible 

frente al ejercicio del poder punitivo estatal (ius puniendi) y de diferenciarlo del principio de 

culpabilidad, concluyo este tribunal que la solidaridad prevista en la legislación civil no es 

plenamente aplicable a las sanciones impuestas por el estado, al estar involucrados principios 

constitucionales ligados al ejercicio del poder punitivo estatal por lo que: (i) la solidaridad en 

materia sancionatoria administrativa es constitucional, a condición de (a) garantizar el debido 

proceso de los obligados, lo que implica que la carga de la prueba de los elementos de la 

responsabilidad, incluida la imputación personal de la infracción, le corresponde al Estado, en 

razón de la presunción de inocencia y que a quienes se pretenda endilgar una responsabilidad 

solidaria, deben ser vinculados al procedimiento administrativo en el que se impondrá la 

respectiva sanción, para permitir el ejercicio pleno y efectivo de su derecho a la defensa; (b) 

respetar el principio de responsabilidad personal de las sanciones, lo que implica demostrar que 

la infracción fue cometida por aquel a quien la ley le atribuye responsabilidad solidaria o participo 

de alguna manera efectiva en su realización; y (c) demostrar que la infracción fue cometida de 

manera culpable, es decir, sin que sea factible una forma de responsabilidad objetiva.    

3.3 Determino la corte que la norma demandada adolece de ambigüedades en su redacción y, 

por consiguiente, genera incertidumbre en cuanto al es respeto de garantías constitucionales 

ineludibles en el ejercicio del poder punitivo del Estado. Así, (i) aunque garantiza nominalmente 

el derecho a la defensa al prever la vinculación del propietario del vehículo al procedimiento 

administrativo, vulnera, en realidad, dicha garantía constitucional, porque omite de la defensa lo 

relativo a la imputabilidad y la culpabilidad, al hacer directamente responsable al propietario del 

vehículo, por el solo hecho de ser el titular del mismo, -imputación real, personal. Desconoce el 

principio de responsabilidad o imputabilidad personal, porque no exige que la comisión de la 

infracción le sea personalmente imputable al propietario del vehículo, quien podría ser una 

persona jurídica y vulnera la presunción de inocencia, porque aunque no establece expresamente 

que la responsabilidad es objetiva o que existe presunción de culpa, al no requerir imputabilidad 

personal de la infracción, tampoco exige que la autoridad de transito demuestre que la infracción 

se cometió de manera culpable. Ante el incumplimiento de garantías mínimas del ejercicio 

legítimo del poder punitivo del Estado, la sala plena de la Corte Constitucional declaró, por 

consiguiente, la inexequibilidad de la norma demanda.    

El concepto numero C – 6417 expediente D – 12519 del 19 de julio de 2018 de la Procuraduría 

General de la Nación, dicha corporación le solicito a la Corte Constitucional que declarara 

inexequible el parágrafo 1 del artículo 8 de la ley 1843 de 2017 que establece que serán 

solidariamente responsables el conductor y el dueño del vehículo por la foto detecciones. Eso 

significa que ya la procuraduría estableció que no hay razón para que una persona que ni siquiera 

ha sido notificada ni se ha enterado de sanción de transito alguna deba ser endilgada con una 

serie de multas que ni siquiera cometió. La Procuraduría también habla de cómo no se puede 

imponer la carga de la prueba al ciudadano para que demuestre su inocencia sino como el estado 

o más bien quien acusa (el transito) quien debe demostrar la culpabilidad. También habla de 

como si bien en nuestro ordenamiento jurídico se establece la posibilidad de la responsabilidad 
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objetiva, esta no es óbice para violar el debido proceso u obligarle a pagar por una actuación que 

no cometió o que no se demostró que cometió.    

Igualmente, se debe tener en cuenta el principio de la LEGALIDAD  establecido en los artículos 

6, 209 y 230 de la Constitución Política de Colombia el cual se resume en que ningún funcionario 

público puede actuar sino en base a las leyes válidas y vigentes y no puede omitir o excederse 

en el ejercicio de sus funciones. Por otro lado es preciso recordar los términos establecidos para 

la respuesta de los derechos de petición consagrados en la ley 1437 de 2011 en su artículo 14 

(modificado por la ley 1755 de 2015).     

El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie 

podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 

tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.   

La ley 769 de 2022 "Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan 

otras disposiciones".   

“ARTICULO 129 De los informes de transito Los informes de las autoridades de tránsito por las 

infracciones previstas en este código, a través de la imposición de comparendo, deberán indicar 

el número de la licencia de conducción, el nombre, teléfono y dirección del presunto inculpado y 

el nombre y número de placa del agente que lo realiza. En el caso de no poder indicar el número 

de licencia de conducción del infractor, el funcionario deberá aportar pruebas objetivas que 

sustenten el informe o la infracción, intentando la notificación al conductor; si no fuere viable 

identificarlo, se notificará al último propietario registrado del vehículo, para que rinda sus 

descargos dentro de los siguientes diez (10) días al recibo de la notificación, en caso de no 

concurrir se impondrá la sanción al propietario registrado del vehículo.   

   

PARÁGRAFO 1o. Las multas no podrán ser impuestas a persona distinta de quien cometió la 

infracción.   

   

PARÁGRAFO 2o. Las ayudas tecnológicas como cámaras de vídeo y equipos electrónicos de 

lectura que permitan con precisión la identificación del vehículo o del conductor serán válidos 

como prueba de ocurrencia de una infracción de tránsito y por lo tanto darán lugar a la imposición 

de un comparendo.   

Ahora bien, es de señalar que, para las situaciones no reguladas en las normas de tránsito, es 

aplicable las normas contenidas en los códigos que señala el artículo 162 del Código Nacional 

de Tránsito Terrestre (Ley 769 de 2022), que preceptúa   

..ARTICULO 162. - Artículo 162: Compatibilidad y analogía. Las normas contenidas en el Código 

Contencioso Administrativo, Código Penal, Código de Procedimiento Civil, serán aplicables a las 

situaciones no reguladas por el presente Código, en cuanto no fueren incompatibles y no hubiere 

norma prevista para el caso en análisis. “ (Negrilla fuera de texto).   

De lo anterior, se colige que, para proceder aplicabilidad de la figura jurídica de revocación directa 

en materia de tránsito, se debe dar cumplimiento a lo normado en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo contencioso administrativo, que regula lo concemiente a esta materia.   

ARTICULO 95. Oportunidad La revocación directa de los actos administrativos podrá cumplirse 

aun cuando se haya acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo siempre que 

no se haya notificado auto admisorio de la demanda   

Las solicitudes de revocación directa deberán ser resueltas por la autoridad competente dentro 

de los dos (2) meses siguientes a la presentación de la solicitud   
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Contra la presente decisión que resuelve el recurso de revocatoria directa no procede recurso 

alguno   

ARTICULO 96. Efectos Ni la petición de revocación de un acto, ni la decisión que sobre ella 

recaiga revivirán los términos legales para el ejercicio de las acciones contencioso 

administrativas, ni darán lugar a la aplicación del silencio administrativo   

ARTTICULO 97 Revocación de actos de carácter particular y concreto, Cuando un acto 

administrativo haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto 

o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento expreso 

y escrito del respectivo titular   

ARTICULO 93. Causales de revocación. Los actos administrativos deberán ser revocados por las 

mismas autoridades que lo hayan expedido o por sus inmediatos superiores jerárquicos o  

funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los siguientes casos   

   

1 Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley    

2 Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra el   

3 Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona   

Respecto a esta última causal, se ha señalado, que la misma procede cuando se ha causado 

un daño injustificado a quien no tiene el deber jurídico de soportarlo, es decir, que la misma 

resulta procedente en los casos en que pese a existir un acto administrativo licito, este ha 

generado un daño antijurídico a quien no debía recibirlo.   

Artículo 14. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 

resolverse dentro de los 15 días siguientes a su recepción.         

Agradezco la máxima colaboración de su parte.   

       

  

NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES: Calle 25 # 12- 72 

CORREO: brayanvargas13562@gmail.com 

CELULAR: 33123960928 

Cordialmente. 

 

 

 

BRAYAN STEVEN VARGAS RINCON  

C.C. N° 1.023.977.748 

    

    

  


